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I. COMUNICACIÓN DEFECTUOSA POR EDICTOS GENERADORA DE RESPONSABILIDAD

POR EL FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

Tanto el artículo 121 de la Constitución (CE) como los preceptos de la Ley
Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) que lo desarrollan (arts. 292 a 297) dis-
tinguen la responsabilidad patrimonial por error judicial de la derivada del
funcionamiento anormal de la Administración de Justicia. La distinción tie-
ne aparejada, sobre todo, una diferente tramitación, mucho más compleja en
el caso del error judicial, que debe ser declarado previamente en el marco del
recurso jurisdiccional de revisión o del procedimiento ad hoc ante el Tribu-
nal Supremo establecido por el artículo 293.1 LOPJ. Es pacífico que los da-
ños derivados de una errónea interpretación y aplicación del Derecho en
relación con la cuestión de fondo debatida en el proceso deben canalizarse por
la vía del error judicial, mientras que daños como el retraso en las actuacio-
nes jurisdiccionales o la pérdida o deterioro de bienes depositados judicial-
mente constituyen supuestos —los dos más frecuentes de responsabilidad
patrimonial por el funcionamiento de la Administración de Justicia, cuya
indemnización puede reclamarse directamente ante el Ministerio de Justi-
cia—. Existen, sin embargo, determinados supuestos cuya calificación no es
a priori tan sencilla. El que ha dado lugar a la sentencia de 16 de diciembre
de 2008 (Sección 6.ª, recurso núm. 6298/2004) es uno de ellos.

El recurrente había sido demandado judicialmente y, pese a que en un do-
cumento integrante de los autos constaba que tenía su domicilio en el Reino Uni-
do, todas las comunicaciones relativas al juicio y a su ejecución se hicieron
por edictos. Ante la falta de personación del demandado, para hacer frente al
cobro de la deuda judicialmente declarada se procedió a la subasta de la casa
de vacaciones que tenía en la costa española, por un precio muy inferior al de
mercado. El recurrente reclamó luego responsabilidad patrimonial por anor-
mal funcionamiento de la Administración de Justicia, alegando que la reali-
zación por vía edictal de todas las comunicaciones del proceso le había impedido
tener conocimiento de su existencia y privado de la posibilidad de defenderse.
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Pretendía que se le indemnizara por el valor real de la casa subastada, por el de
los muebles que contenía y por daño moral. El Ministerio de Justicia, prime-
ro, y la Audiencia Nacional, después, desestimaron su reclamación al considerar
que el supuesto sería constitutivo, en su caso, de error judicial, cuya previa y
preceptiva declaración judicial no se había siquiera instado.

El Tribunal Supremo casa la sentencia de la Audiencia Nacional y estima
el recurso interpuesto por el recurrente. Considera que el supuesto es cons-
titutivo de responsabilidad por el funcionamiento anormal de la Adminis-
tración de Justicia, y no ya de error judicial, y que por tanto no procedía la
previa declaración judicial de tal error. Son dos los principales argumentos
manejados por el Tribunal.

El primero es que la claridad de la vulneración del derecho fundamental
del artículo 24 CE producida en este caso hace innecesaria una declaración
judicial previa que la constate. Como recuerda la sentencia, jurisprudencia rei-
terada del Tribunal Constitucional ha señalado que la comunicación de actos
judiciales mediante edictos sólo se ajusta a las exigencias del artículo 24 CE
cuando es absolutamente imposible la comunicación personal al interesa-
do, lo que no sucedió en el presente caso, en que, como se ha dicho, consta-
ba en un documento integrante de los autos y era perfectamente cognoscible
para el órgano judicial que el recurrente tenía su domicilio en el Reino Uni-
do. Ante la claridad de la infracción procesal cometida, el hecho de que la co-
municación por edictos tuviera su origen en resoluciones judiciales es, para
el Tribunal Supremo, irrelevante.

El segundo argumento es el de que, a la vista de lo dispuesto por la Ley de
Enjuiciamiento Civil (arts. 152 de la vigente y 262 de la anterior, aplicable en el
presente caso), los actos de comunicación no son plenamente judiciales, sino que
«son […] imputables al secretario» judicial. Por ello, en opinión del Tribunal, «en
ausencia de una intervención significativa del Juez o Tribunal […] los daños que
[de los actos de comunicación] puedan derivar deberán ser reclamados por
anormal funcionamiento de la Administración de Justicia» (FJ 5.º).

El Tribunal equipara así la defectuosa comunicación por edictos a otros
errores de comunicación que la jurisprudencia y el Consejo de Estado han ca-
nalizado a través de la responsabilidad por funcionamiento anormal de la Ad-
ministración de Justicia y no ya a través del error judicial: así, por ejemplo,
la falta de notificación de la suspensión de la celebración de un juicio, la fal-
ta de citación del propietario a una subasta o la falta de notificación al inte-
resado del sobreseimiento del proceso penal (vid. referencias en Edorta
COBREROS MENDAZONA, «Funcionamiento anormal de la Administración de Jus-
ticia e indemnización», en núm. 177 de esta REVISTA, 2008, págs. 62 y ss.).

Una vez declarado el funcionamiento anormal de la Administración de
Justicia, el Tribunal constata que de él se ha derivado una lesión que la víc-
tima no tenía el deber jurídico de soportar: la pérdida de su casa de vacaciones
y de los enseres que en ella había, y el consiguiente daño moral. Al evaluar el
daño, ante la falta de oposición por parte de la Administración, asume la
cuantificación efectuada por el reclamante, de la que detrae el importe por el
que fue adjudicada la casa en la subasta.
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El Tribunal parte así de la convicción de que, de habérsele comunicado
correctamente —en su domicilio del Reino Unido— la existencia del proce-
so judicial y haber comparecido en él, el recurrente hubiera podido evitar y
evitado la subasta de la casa para hacer frente al pago de la deuda. La gran
diferencia existente entre el precio de mercado de la casa y lo que se pagó por
ella en la subasta, por un lado, y el reducido montante de la deuda contraí-
da por el recurrente, por otro, permiten ciertamente presumir que ello hubiera
sido así y omitir disquisiciones sobre la pérdida de la oportunidad procesal
producida. Pero no hubiera estado de más que el Tribunal justificara con
mayor detenimiento la solución indemnizatoria alcanzada (OM y TF).

II. ESCRITO DE INTERPOSICIÓN Y ACREDITACIÓN DE LA VOLUNTAD SOCIAL DE IN-
TERPONER EL RECURSO

El cumplimiento de los requisitos procesales exigidos para que el recur-
so contencioso-administrativo sea admitido posee una importancia proce-
sal indiscutible. Sin dicho cumplimiento podrá no constituirse el proceso y
el potencial recurrente quedará sin defensa. Por esta razón, la interpreta-
ción que los Tribunales hagan de las normas que se refieren a estos trámites
posee una singular relevancia.

Una de estas normas cuya interpretación hay que conocer es el artículo
45.d) de la Ley jurisdiccional, precepto en el que se establecen los docu-
mentos que deben acompañar al escrito de interposición. La interpretación
de este precepto debe, a su vez, ponerse en conexión con lo dispuesto en el ar-
tículo 138 de la misma Ley jurisdiccional, ya que en este segundo precepto se
fijan las consecuencias del incumplimiento del requisito exigido en el ar-
tículo 45.d).

El artículo 45.d) se refiere a la necesidad de acreditar en el escrito de in-
terposición la voluntad social para interponer el correspondiente recurso.
En la Ley de 1957 la exigencia de la acreditación de la voluntad social que-
daba limitada a las corporaciones o instituciones de Derecho público —art.
57.2.d)—. El nuevo artículo 45.d), de modo más amplio, impone esta obli-
gación a «las personas jurídicas», sin añadir matiz o exclusión alguno. El
mismo artículo 45 precisa que al escrito de interposición se acompañará «el
documento o documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos exi-
gidos para entablar acciones las personas jurídicas con arreglo a las normas
o estatutos que les sean de aplicación, salvo que se hubieran incorporado o
insertado en lo pertinente dentro del cuerpo del documento mencionado en
la letra a) de este mismo apartado —poderes para pleitos—».

La segunda cuestión a considerar es la consecuencia anudada al incum-
plimiento del requisito antes mencionado. Según el artículo 138 de la Ley
29/1998, «cuando se alegue que alguno de los actos de las partes no reúne los
requisitos establecidos por la presente ley, la que se halle en tal supuesto po-
drá subsanar el defecto u oponer lo que estime pertinente dentro de los diez
días siguientes al de la notificación del escrito que contenga la alegación».
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A continuación se añade que «cuando el órgano jurisdiccional, de oficio,
aprecie la existencia de algún defecto subsanable, dictará providencia en que
lo reseñe y otorgue el mencionado plazo para la subsanación, con suspensión,
en su caso, del fijado para dictar sentencia».

La nueva situación creada por la Ley 29/1998 poseía una indudable tras-
cendencia práctica. Para poder constituir la relación procesal mediante el
escrito de interposición ya no bastaba a las personas jurídicas privadas con
acompañar el poder para pleitos. Era necesario acompañar el acuerdo del ór-
gano competente, según los propios estatutos, para interponer el recurso.
Por otro lado, el artículo 138 parecía limitar las posibilidades de subsanación
del defecto.

Esta nueva regulación dio paso a una jurisprudencia no uniforme. Una co-
rriente jurisprudencial entendía que si se apreciaba el vicio de no haber acre-
ditado el acuerdo de interposición del recurso, la Sala debía en todo caso
dar un plazo de diez días para subsanar el defecto advertido. Otra corriente
afirmaba que si una de las partes había hecho advertencia de este vicio, la par-
te recurrente tenía diez días desde la notificación de esta advertencia para sub-
sanar, sin que con posterioridad la Sala debiera concederle de nuevo otros diez
días. En este caso la Sala podía, sin previo aviso de subsanación, apreciar la
causa de inadmisibilidad que en su día alegó la otra parte.

El Tribunal Supremo, en la sentencia de 5 de noviembre de 2008, Ar. 451
de 2009, ha querido zanjar esta dualidad de interpretaciones con una sentencia
dictada por el Pleno del Tribunal.

En la citada sentencia, el Tribunal afirma que una interpretación literal
del artículo 138 lleva a la necesaria conclusión de que cuando una parte hizo
advertencia del defecto procesal, la Sala debe sin más acordar la inadmisi-
bilidad si la recurrente no subsanó el defecto en el plazo de diez días. A ello
añade que no es sólo la interpretación literal la que le lleva a esta conclusión,
sino el huir de una interpretación que conduzca a hacer inútil o innecesaria
la norma. Para el Tribunal, si se permitiera la subsanación posterior del de-
fecto, no tendría sentido la distinción de casos que introduce el artículo 138,
esto es, cuando el defecto es advertido por la otra parte y cuando tan sólo se
aprecia de oficio. Finalmente, el Tribunal añade que tampoco debe impo-
nerse una interpretación favorable a un nuevo trámite de subsanación en
virtud del artículo 24 de la Constitución y el derecho a la tutela judicial. Para
el Tribunal, la parte actora tiene ocasión de subsanar su defecto, y si no lo hace
la pérdida del recurso tan sólo a ella es imputable.

La sentencia cuenta con dos votos particulares. En el primero de ellos se
sostiene que la Sala que inadmitió el recurso debió requerir previamente a la
parte recurrente para que subsanara el defecto, en aplicación de lo dispues-
to en el artículo 45.3 de la Ley jurisdiccional. Para los autores del voto par-
ticular, la carga de examinar de oficio el cumplimiento de los requisitos para
admitir el escrito comporta que en todo caso la Sala deba proceder a dicho
examen y, en su caso, a dar el plazo de subsanación. El artículo 45.3 debe im-
ponerse al artículo 138.3, y ello también por aplicación de la jurisprudencia
del Tribunal Europeo de Derechos Humanos favorable a una interpretación
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antiformalista de las normas procesales. El segundo voto particular defien-
de la subsistencia de la línea jurisprudencial favorable a otorgar en todo caso
el plazo de subsanación por aplicación del principio pro actione que se des-
prende del artículo 24 de la Constitución.

Más allá del examen de los diferentes argumentos contenidos en la sen-
tencia citada y sus votos particulares, importa, a efectos prácticos, tomar
nota de la doctrina mayoritaria. Si quien interpone el recurso es una perso-
na jurídica, debe acompañar al escrito de interposición el acuerdo del órga-
no competente para interponer dicho recurso. Si no lo ha hecho, la parte
recurrente deberá estar atenta a que la otra parte alegue dicho vicio y, si es
así, debe subsanarse de inmediato la falta del acuerdo preceptivo. Si, por
ejemplo, el recurrente deja para más adelante el examen del escrito de con-
testación a la demanda, pues ya lo examinará cuando se le emplace para el
escrito de conclusiones, puede que en el escrito de contestación a la deman-
da la parte demandada hubiera alegado la no constancia del acuerdo de in-
terposición del recurso. Cuando se quiera dar respuesta a lo alegado por la
demandada, ya será demasiado tarde. Ya no será posible subsanar un vicio que
en principio no planteaba mayores problemas.

Finalmente, quiero destacar una línea jurisprudencial del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña según la cual si el recurrente es una persona
jurídica unipersonal bastará con acompañar la escritura de poder, ya que no
tiene sentido requerir al órgano unipersonal un acuerdo formal para decidir
interponer el recurso (JT). 

III. OBJECIÓN DE CONCIENCIA Y OBLIGACIONES LEGALES

El derecho de objeción de conciencia tiene unos límites materiales inde-
finidos. Las recientes sentencias del Tribunal Supremo de 11 de febrero de
2009 (recursos de casación núms. 905, 948, 949 y 1013 de 2008) han fijado una
doctrina general con ocasión de la alegada objeción de los padres a que sus
hijos cursaran la asignatura de Educación para la Ciudadanía. La sentencia
de 11 de mayo de 2009, Rec. 69/2007, incide sobre la misma cuestión aña-
diendo unas consideraciones de interés en razón del caso enjuiciado. En este
supuesto, el Tribunal Supremo debe pronunciarse sobre el alcance del dere-
cho de objeción por motivos religiosos cuando quien reclama su aplicación
es el titular de un Juzgado de primera instancia e instrucción con la finalidad
de que se reconozca que no está obligado a tramitar expedientes matrimo-
niales entre personas del mismo sexo.

El recurrente ante el Tribunal Supremo solicitó al Consejo General del Po-
der Judicial que se le reconociera su derecho a abstenerse en la tramitación
de expedientes matrimoniales entre personas del mismo sexo. Denegada la pe-
tición recurrió en alzada, recurso que fue a su vez denegado de forma expresa
(con un voto particular discrepante que proponía la estimación parcial del re-
curso), y frente al cual interpone el correspondiente recurso contencioso-
administrativo. 
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En su sentencia, el Tribunal Supremo parte de la doctrina ya elaborada
en relación al derecho de objeción de conciencia en sus sentencias antes ci-
tadas relativas a la Educación para la Ciudadanía. Esta doctrina puede sin-
tetizarse en la afirmación de que no tiene cabida en nuestro ordenamiento
constitucional un derecho general a la objeción de conciencia susceptible de
hacerse valer pese a no contar con reconocimiento formal en el texto funda-
mental o en la ley y que pueda sustentarse en el citado artículo 16 de la Cons-
titución. Los argumentos que llevaron a este pronunciamiento se sintetizan
a continuación:

a) El único supuesto en el que la Constitución contempla la objeción de
conciencia frente a la exigencia de un deber público es el previsto en su ar-
tículo 30.2.

b) La doctrina del Tribunal Constitucional solamente ha admitido, fue-
ra de ese caso, el derecho a objetar por motivos de conciencia del personal sa-
nitario que ha de intervenir en la práctica del aborto en las modalidades en
que fue despenalizado.

c) Nada impide al legislador ordinario reconocer la dispensa por razo-
nes de conciencia de determinados deberes jurídicos, pero en tal caso sería
un derecho de rango meramente legislativo.

d) No surge de la Constitución un derecho de objeción de conciencia de
carácter general, y en particular se puede afirmar que este derecho no deri-
va del artículo 16 de la Constitución (libertad religiosa). La libertad religio-
sa no supone el derecho a comportarse en todas las circunstancias de la vida
con arreglo a las propias creencias.

e) La objeción de conciencia de carácter general tampoco puede fun-
darse en la jurisprudencia interna o en instrumentos de carácter interna-
cional.

A estos argumentos la sentencia que comentamos añade algunos más
para rebatir los que utiliza el recurrente. Así, por ejemplo, se rechaza que sea
aplicable al caso enjuiciado el artículo 9 del Convenio Europeo de Derechos
Humanos, o la sentencia del Tribunal de Estrasburgo dictada en el caso
Cosans y Campbell contra el Reino Unido.

Pero lo más relevante, a nuestro juicio, es la parte final de la sentencia, en
la que se entra a examinar la incidencia que tiene el principio de sumisión de
los poderes públicos a la ley a la hora de valorar la aplicación del derecho de
objeción de conciencia cuando quien reclama su aplicación es un servidor pú-
blico. Para el Tribunal, el principio de sumisión a la ley supone que el servi-
dor público no puede dejar de cumplir los deberes que emanan de la ley, a falta
de previsión expresa también de orden legal que se lo autorice. Este princi-
pio de sumisión a la ley hace inaplicables otras consideraciones que podrían
tenerse en cuenta para hacer prevalecer, en caso de conflicto, la libertad re-
ligiosa y la objeción de conciencia frente a otros intereses públicos. Aunque
pudiera demostrarse que en determinados casos el hecho de reconocer la
objeción de conciencia no perjudica a terceros, ya que puede sustituirse al en-
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cargado del registro que se niega a inscribir el matrimonio de personas de di-
ferente sexo, el Tribunal Supremo estima que debe imponerse en todo caso
el principio que somete al juez a la ley en cualquiera de los cometidos que tie-
ne atribuidos. No es posible, por tanto, llevar a cabo una especie de juicio de
ponderación de intereses para hacer prevalecer el principio de libertad reli-
giosa frente a la obligación de cumplir con las obligaciones del cargo. La in-
dependencia, imparcialidad y responsabilidad del juez, que es garantía de
los derechos e intereses legítimos de todos, quedarían en entredicho «desde
el momento en que se subordinara a consideraciones de conciencia el cum-
plimiento de las funciones judiciales, o, en este caso, registrales, previstas
por normas legales válidas» (JT).

NOTAS DE JURISPRUDENCIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA JURISPRUDENCIA

Revista de Administración Pública
ISSN: 0034-7639, núm. 179, Madrid, mayo-agosto (2009), págs. 257-263 263

09-NOTAS.qxp  14/8/09  09:31  Página 263



<<
  /ASCII85EncodePages false
  /AllowTransparency false
  /AutoPositionEPSFiles true
  /AutoRotatePages /None
  /Binding /Left
  /CalGrayProfile (Dot Gain 20%)
  /CalRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CalCMYKProfile (U.S. Web Coated \050SWOP\051 v2)
  /sRGBProfile (sRGB IEC61966-2.1)
  /CannotEmbedFontPolicy /Error
  /CompatibilityLevel 1.4
  /CompressObjects /Tags
  /CompressPages true
  /ConvertImagesToIndexed true
  /PassThroughJPEGImages true
  /CreateJobTicket false
  /DefaultRenderingIntent /Default
  /DetectBlends true
  /DetectCurves 0.0000
  /ColorConversionStrategy /CMYK
  /DoThumbnails false
  /EmbedAllFonts true
  /EmbedOpenType false
  /ParseICCProfilesInComments true
  /EmbedJobOptions true
  /DSCReportingLevel 0
  /EmitDSCWarnings false
  /EndPage -1
  /ImageMemory 1048576
  /LockDistillerParams false
  /MaxSubsetPct 100
  /Optimize true
  /OPM 1
  /ParseDSCComments true
  /ParseDSCCommentsForDocInfo true
  /PreserveCopyPage true
  /PreserveDICMYKValues true
  /PreserveEPSInfo true
  /PreserveFlatness true
  /PreserveHalftoneInfo false
  /PreserveOPIComments true
  /PreserveOverprintSettings true
  /StartPage 1
  /SubsetFonts true
  /TransferFunctionInfo /Apply
  /UCRandBGInfo /Preserve
  /UsePrologue false
  /ColorSettingsFile ()
  /AlwaysEmbed [ true
  ]
  /NeverEmbed [ true
  ]
  /AntiAliasColorImages false
  /CropColorImages true
  /ColorImageMinResolution 300
  /ColorImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleColorImages true
  /ColorImageDownsampleType /Bicubic
  /ColorImageResolution 300
  /ColorImageDepth -1
  /ColorImageMinDownsampleDepth 1
  /ColorImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeColorImages true
  /ColorImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterColorImages true
  /ColorImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /ColorACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /ColorImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000ColorACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000ColorImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasGrayImages false
  /CropGrayImages true
  /GrayImageMinResolution 300
  /GrayImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleGrayImages true
  /GrayImageDownsampleType /Bicubic
  /GrayImageResolution 300
  /GrayImageDepth -1
  /GrayImageMinDownsampleDepth 2
  /GrayImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeGrayImages true
  /GrayImageFilter /DCTEncode
  /AutoFilterGrayImages true
  /GrayImageAutoFilterStrategy /JPEG
  /GrayACSImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /GrayImageDict <<
    /QFactor 0.15
    /HSamples [1 1 1 1] /VSamples [1 1 1 1]
  >>
  /JPEG2000GrayACSImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /JPEG2000GrayImageDict <<
    /TileWidth 256
    /TileHeight 256
    /Quality 30
  >>
  /AntiAliasMonoImages false
  /CropMonoImages true
  /MonoImageMinResolution 1200
  /MonoImageMinResolutionPolicy /OK
  /DownsampleMonoImages true
  /MonoImageDownsampleType /Bicubic
  /MonoImageResolution 1200
  /MonoImageDepth -1
  /MonoImageDownsampleThreshold 1.50000
  /EncodeMonoImages true
  /MonoImageFilter /CCITTFaxEncode
  /MonoImageDict <<
    /K -1
  >>
  /AllowPSXObjects false
  /CheckCompliance [
    /None
  ]
  /PDFX1aCheck false
  /PDFX3Check false
  /PDFXCompliantPDFOnly false
  /PDFXNoTrimBoxError true
  /PDFXTrimBoxToMediaBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXSetBleedBoxToMediaBox true
  /PDFXBleedBoxToTrimBoxOffset [
    0.00000
    0.00000
    0.00000
    0.00000
  ]
  /PDFXOutputIntentProfile ()
  /PDFXOutputConditionIdentifier ()
  /PDFXOutputCondition ()
  /PDFXRegistryName ()
  /PDFXTrapped /False

  /CreateJDFFile false
  /Description <<
    /CHS <FEFF4f7f75288fd94e9b8bbe5b9a521b5efa7684002000410064006f006200650020005000440046002065876863900275284e8e9ad88d2891cf76845370524d53705237300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c676562535f00521b5efa768400200050004400460020658768633002>
    /CHT <FEFF4f7f752890194e9b8a2d7f6e5efa7acb7684002000410064006f006200650020005000440046002065874ef69069752865bc9ad854c18cea76845370524d5370523786557406300260a853ef4ee54f7f75280020004100630072006f0062006100740020548c002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee553ca66f49ad87248672c4f86958b555f5df25efa7acb76840020005000440046002065874ef63002>
    /DAN <>
    /DEU <>
    /ESP <>
    /FRA <>
    /ITA <>
    /JPN <FEFF9ad854c18cea306a30d730ea30d730ec30b951fa529b7528002000410064006f0062006500200050004400460020658766f8306e4f5c6210306b4f7f75283057307e305930023053306e8a2d5b9a30674f5c62103055308c305f0020005000440046002030d530a130a430eb306f3001004100630072006f0062006100740020304a30883073002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e003000204ee5964d3067958b304f30533068304c3067304d307e305930023053306e8a2d5b9a306b306f30d530a930f330c8306e57cb30818fbc307f304c5fc59808306730593002>
    /KOR <FEFFc7740020c124c815c7440020c0acc6a9d558c5ec0020ace0d488c9c80020c2dcd5d80020c778c1c4c5d00020ac00c7a50020c801d569d55c002000410064006f0062006500200050004400460020bb38c11cb97c0020c791c131d569b2c8b2e4002e0020c774b807ac8c0020c791c131b41c00200050004400460020bb38c11cb2940020004100630072006f0062006100740020bc0f002000410064006f00620065002000520065006100640065007200200035002e00300020c774c0c1c5d0c11c0020c5f40020c2180020c788c2b5b2c8b2e4002e>
    /NLD (Gebruik deze instellingen om Adobe PDF-documenten te maken die zijn geoptimaliseerd voor prepress-afdrukken van hoge kwaliteit. De gemaakte PDF-documenten kunnen worden geopend met Acrobat en Adobe Reader 5.0 en hoger.)
    /NOR <>
    /PTB <>
    /SUO <>
    /SVE <>
    /ENU (Use these settings to create Adobe PDF documents best suited for high-quality prepress printing.  Created PDF documents can be opened with Acrobat and Adobe Reader 5.0 and later.)
  >>
  /Namespace [
    (Adobe)
    (Common)
    (1.0)
  ]
  /OtherNamespaces [
    <<
      /AsReaderSpreads false
      /CropImagesToFrames true
      /ErrorControl /WarnAndContinue
      /FlattenerIgnoreSpreadOverrides false
      /IncludeGuidesGrids false
      /IncludeNonPrinting false
      /IncludeSlug false
      /Namespace [
        (Adobe)
        (InDesign)
        (4.0)
      ]
      /OmitPlacedBitmaps false
      /OmitPlacedEPS false
      /OmitPlacedPDF false
      /SimulateOverprint /Legacy
    >>
    <<
      /AddBleedMarks false
      /AddColorBars false
      /AddCropMarks false
      /AddPageInfo false
      /AddRegMarks false
      /ConvertColors /ConvertToCMYK
      /DestinationProfileName ()
      /DestinationProfileSelector /DocumentCMYK
      /Downsample16BitImages true
      /FlattenerPreset <<
        /PresetSelector /MediumResolution
      >>
      /FormElements false
      /GenerateStructure false
      /IncludeBookmarks false
      /IncludeHyperlinks false
      /IncludeInteractive false
      /IncludeLayers false
      /IncludeProfiles false
      /MultimediaHandling /UseObjectSettings
      /Namespace [
        (Adobe)
        (CreativeSuite)
        (2.0)
      ]
      /PDFXOutputIntentProfileSelector /DocumentCMYK
      /PreserveEditing true
      /UntaggedCMYKHandling /LeaveUntagged
      /UntaggedRGBHandling /UseDocumentProfile
      /UseDocumentBleed false
    >>
  ]
>> setdistillerparams
<<
  /HWResolution [2400 2400]
  /PageSize [612.000 792.000]
>> setpagedevice




